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			INTRODUCCIÓN 




			



			 






			El enfoque de este libro es político. Aquí se descarta el fatalismo de quienes culpan al destino y dicen: «La naturaleza no nos dio petróleo». También se relativiza la fe en las soluciones técnicas que un gobierno tras otro —y el actual no es la excepción— ha buscado para mitigar las carencias energéticas. Ello en circunstancias que Chile tiene enormes recursos y no los ha desarrollado por las características del modelo económico imperante. El economicismo cortoplacista del sector privado, unido a un Estado atado de manos, eunuco en términos de iniciativas, es la causa central de la extrema vulnerabilidad energética a la que están expuestos todos los chilenos. De manera que estamos frente a un problema político, antes que técnico o natural. 




			La situación energética del país es preocupante. Es, de hecho, la mayor amenaza en el futuro previsible. Nada puede entrabar el desarrollo de Chile de manera más comprometedora que la falta de recursos energéticos. Basta con apreciar el impacto del aumento de los precios de los combustibles fósiles. Esto ha provocado, por ejemplo, dos fuertes explosiones sociales: una en Magallanes y otra, más reciente, en Aysén. 




			Como  es  frecuente, después  de  las  tragedias  se  indagan  sus causas. Los tribunales aún buscan establecer quiénes son los responsables de las posibles negligencias que costaron vidas en el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010. En su defensa, los imputados  podrán  alegar  que  fueron  víctimas  de  circunstancias excepcionales. En el caso de una crisis energética mayor, que ya Chile ha estado cerca de experimentar, no habrá excusas posibles. Desde hace más de una década es patente que el país vive al filo de la navaja. 




			Puede parecer una paradoja, pero Chile es uno de los países con mayores reservas de energías renovables no convencionales (ERNC) de todo el mundo. Es el caso de la energía geotérmica y la solar. Y no las explota porque el Estado no puede hacerlo y a los empresarios no les apetecen los márgenes de rentabilidad o prefieren amortizar sus inversiones existentes. 




			Es cierto, algunas ERNC tienen costos que aún exceden un poco a los de las energías convencionales. No obstante, en cuestiones de seguridad lo barato puede resultar caro. Hay un rubro en el que no se escatiman recursos: para proteger la soberanía territorial el Estado destina cerca de cinco mil millones de dólares anuales en defensa; frente a su mayor amenaza, la energética, a la que el fisco asignó en 2012 el diminuto monto de siete millones de dólares, dirigidos a la Agencia Chilena de Eficiencia Energética (AChEE), nada menos que la encargada de lograr mayores ahorros y mejor aprovechamiento de los recursos existentes. La incoherencia es evidente: el gobierno, en febrero de 2012, en el documento señalado como su carta de navegación, «Energía para el futuro (Estrategia Nacional de Energía 2012-2030)», pone a la cabeza de sus prioridades: «Primero, adoptar un compromiso decidido con la eficiencia energética e impulsarla como una política pública de suma importancia en la búsqueda de una reducción del consumo y del desacople entre crecimiento y demanda energética».1 En concreto, propone lograr una disminución del 12 por ciento de la demanda de energía final para 2020. La eficiencia y el ahorro permiten enormes logros en la reducción de la factura energética y la disminución de la dependencia. Si se cumpliese la meta del gobierno —pero es muy improbable que se logre— representaría un ahorro de 1.122 Mw de potencia eléctrica o el equivalente a más de dos centrales del tamaño de Pangue en el Biobío. Pero el presupuesto fiscal simplemente no refleja las intenciones o lo que debería constituir una agenda objetiva, y más bien es el reflejo de presiones ejercidas por poderes fácticos. 




			Chile enfrenta un horizonte oscuro en el campo de los combustibles fósiles. El país vive bajo el peligro permanente de tener que asumir alzas drásticas y repentinas en los precios de sus suministros petroleros. Peor aún, un conflicto bélico en el Medio Oriente podría reducir en forma radical el abastecimiento. Mal de muchos no es un consuelo, aunque se diga que numerosos países están sometidos a riesgos similares. Porque en Sudamérica, Chile es uno de los países más expuestos. Un par de datos son elocuentes: la casi totalidad del transporte es carretero, y esto pese a que el país importa el 98 por ciento del petróleo que consume. En el conjunto de la matriz energética el cuadro es igualmente serio: más del 70 por ciento del consumo proviene del petróleo, el gas o el carbón que se compra en el extranjero en su mayor parte. 




			¿Qué  pasa  si  sube  excesivamente  el  precio  de  los  combustibles o se tornan escasos? El impacto alcanza al conjunto de la sociedad. El  mayor  costo  del  petróleo  es  traspasado  a  todas  las actividades económicas. El bolsillo de cada consumidor percibirá el alza. En un país exportador, la competitividad de sus productos disminuye. Si la situación es prolongada, los precios de la energía provocarán la baja de la producción o incluso el cierre de ciertas industrias. El desempleo, además de sus efectos sociales, repercutiría en una merma del consumo, y así continúa el círculo vicioso. 




			



			 






			La pesadilla de Ormuz 




			



			 






			¿Es posible que Chile enfrente en un plazo previsible una crisis energética aguda? Es probable, y podría ser causada por un conflicto mayor en el Medio Oriente, región que concentra el 60 por ciento de las reservas petroleras mundiales. Quien ejerza la hegemonía política y militar en la zona tendrá un alto grado de control sobre la economía internacional. Es natural, por lo tanto, la fuerte pugna que tiene lugar entre diversos protagonistas por lograr la supremacía. En palabras del académico estadounidense Michael Klare: «Entre las principales regiones productoras del mundo, el golfo Pérsico es el escenario más probable de conflictos en este nuevo siglo. Como posee dos terceras partes de las reservas mundiales de crudo, y puesto que la demanda energética seguirá aumentando en las próximas décadas, es seguro que el golfo continuará en el ojo del huracán de la intensa competencia planetaria».2 Henry Kissinger, por su parte, dijo sobre la materia: «La demanda y la competencia por el acceso a la energía pueden convertirse en una fuente de vida o de muerte para muchas sociedades».3 Incluía en su reflexión, se supone, el impacto del crudo sobre el futuro de Estados Unidos. 




			Existen varios puntos de fricción e inestabilidad en el Medio Oriente que pasan por Siria, Egipto, Palestina y Yemen, por nombrar algunos. Pero el más próximo y amenazante es el conflicto entre Occidente e Irán.4 Si es necesario señalar un punto geográfico crítico, ese es el estrecho de Ormuz. Allí se concentra la larga pugna entre Irán e Israel —también la OTAN—, Arabia Saudita y otras naciones árabes. Hay divergencias sobre la cantidad exacta de petróleo que cruza el estrecho a bordo de enormes tanqueros, pero es superior a un tercio de todo el crudo mundial. La interrupción de este tráfico podría desembocar en una guerra abierta. Pero también es una tensión que puede prolongarse por meses y años. La causa pública de las fricciones radica en las sospechas de Israel y Occidente de que Irán intenta fabricar un arma atómica. Pero incluso si se demostrara que no es así —como quedó claro  que  Irak  no  disponía  de  armas  de  destrucción  masiva—, aún subsistirían razones para acosar a los iraníes. Partiendo por la necesidad de impedir al régimen de los ayatolás, con su ideología nacionalista y antioccidental, ganar mayor influencia en el conjunto del Medio Oriente. 




			Las sanciones económicas contra Teherán son cada vez más rigurosas, ante lo cual el gobierno iraní responde que cerrará el estrecho de Ormuz a la navegación. Israel no esconde sus aprestos para bombardear las instalaciones nucleares iraníes. Irán, por su parte, advierte que no esperará una agresión cruzado de manos y que incluso podría lanzar un ataque preventivo en caso de considerar inminentes las acciones en su contra. Nadie puede saber a ciencia cierta cómo evolucionará el conflicto. De allí el decir que se sabe cómo empiezan las guerras, pero nunca cómo terminan. 




			1973. Un año que para los chilenos recuerda el traumático golpe de Estado. Para el resto del mundo, sin embargo, es el año de un evento de naturaleza muy diferente: el shock petrolero. Fue el año en que el precio del petróleo se cuadruplicó, lo cual originó que algunos países europeos prohibieran el uso de los automóviles durante los fines de semana y racionaran la electricidad y la calefacción. Fue un shock que transformó al mundo. Para dar una idea de la magnitud del impacto financiero, he aquí algunas cifras: los ingresos combinados provenientes del petróleo de los países exportadores pasaron de 23.000 millones de dólares en 1972 a 140.000 millones en 1977. Kissinger, a quien en su condición de secretario de Estado norteamericano le correspondió jugar un rol protagónico, vio la paja en el ojo ajeno y señaló el peligro que, a su juicio, representaba la riqueza acumulada por algunos países petroleros. En 1974 advirtió: «Los alcances políticos del poder financiero de la Organización de Países Exportadores de Petróleo [OPEP] son amenazantes e impredecibles», y concluyó por proyectar un comportamiento familiar: «Aquellos que ejercen el poder financiero querrán, más temprano que tarde, dictar los términos políticos de las nuevas relaciones».5 El terremoto que cambió para siempre el mercado petrolero fue causado por un evento político: la guerra librada en octubre de 1973 entre Israel y Egipto y Siria.6 Ese año, el barril de petróleo se cotizaba a 3 dólares. En 1980 había subido a 36. 




			



			 






			El Estado es clave 




			



			 






			El poder y la soberanía de las naciones dependen de muchos factores. Es muy importante, sin duda, dónde está situado un país, el tamaño de su territorio y el de su población, y también los recursos básicos de los cuales dispone. Pero ninguno de estos elementos por sí solo es decisivo. Hay países que nadan en petróleo y son vulnerables en términos energéticos, como ocurre con Irán. En tanto que hay otros, como Francia, que no cuentan con una gota de crudo, pero tienen la energía que requieren. 




			¿Cuál es la clave para la seguridad energética? Hay varios elementos, pero uno sobresale: el papel del Estado. O, lo que viene a  ser  lo  mismo, la  capacidad  de  los  pueblos  para  planificar  su futuro de largo plazo de acuerdo al interés nacional. Los mercados son vitales para la asignación eficaz de recursos desde una perspectiva de rentabilidad. Pero los mercados, entendidos como el  conjunto  de  los  actores  económicos, no  desarrollan  estrategias a décadas de plazo. Es más, en los mercados suelen actuar fuerzas contradictorias, estimuladas por sus respectivos intereses particulares, que pueden dificultar la planificación de estrategias largoplacistas. Ello, al punto de crear situaciones caóticas como las experimentadas desde la crisis financiera de 2008, léase el devastador impacto del subprime. Velar por el bien común no es una responsabilidad de los mercados; es la misión de los estados y, en particular, de  las  instituciones  representativas  de  las  voluntades mayoritarias. En las palabras del experto petrolero noruego Oystein Noreng: «La energía es demasiado importante para que se la abandone exclusivamente a las fuerzas del mercado».7 




			Algunos estados entendieron que había un antes y un después en relación con el petróleo. Por eso adoptaron medidas drásticas para librarse de la dependencia petrolera que, en buena medida, los ataba a la voluntad de los países miembros de la OPEP. 




			Francia optó por la energía nuclear. Fue un programa impulsado por el Estado francés a través de la empresa fiscal Électricité de France (EDF). Con un debate mínimo y bajo la sombra de la experiencia traumática del embargo de 1973, el gobierno galo, con la anuencia de los sindicatos (léase el Partido Comunista), lanzó un faraónico programa de centrales nucleares que convirtieron a Francia en el país más nuclearizado del mundo en cuanto a la proporción  de  su  producción  eléctrica: tiene  59  reactores  que satisfacen 78 por ciento de la demanda. En la actualidad, París exporta energía eléctrica a Reino Unido, Alemania, Bélgica, Italia y Holanda. Solo el Estado podía impulsar semejante proyecto que permanece enteramente en sus manos. 




			Dinamarca escogió otra ruta y exploró las posibilidades de la energía eólica. Hoy el país nórdico es uno de los líderes mundiales en el aprovechamiento del viento para la producción eléctrica. El 22 por ciento de su fluido eléctrico proviene de aerogeneradores. En 1973, el petróleo cubría 90 por ciento de la demanda energética. En 1976 fue puesto en marcha el primer plan destinado a reducir el consumo energético y la dependencia del petróleo. Para lograr las metas fue creado un Ministerio de Energía. Los daneses cumplieron sus objetivos en forma ejemplar: en los últimos veinticinco años experimentaron un crecimiento económico de 75 por ciento, mientras el consumo de energía se mantuvo estable. Esto es lo que se llama desacople. Dinamarca es el primer país que se propone operar exclusivamente con energías renovables. Este cambio está previsto para el año 2050. 




			Brasil es el caso más exitoso a nivel mundial en el reemplazo del petróleo como energía primaria. La dictadura brasileña, con notable lucidez, inició en 1974 el programa de Proácool. Francia y Dinamarca reemplazaron las centrales termoeléctricas por las opciones nucleares y eólicas. Pero todavía dependen del petróleo para mover sus vehículos. Hoy el etanol, producido a partir de la caña de azúcar, moviliza más de la mitad del parque automotriz y carretero brasileño. La participación del petróleo en la matriz energética ha bajado en los últimos año de 45,5 por ciento en 2000 a 37,3 por ciento en 2008. El gobierno castrense brasileño no tuvo reparos en incentivar, mediante subsidios, una industria cuyo futuro muchos ponían en duda. Incluso pasó por momentos difíciles en que se vaticinó su fracaso. Los brasileños fueron capaces, sin embargo, de desarrollar una tecnología propia y eficiente en toda la cadena productiva, desde los ingenios a los carburadores. Esto último era clave, pues debían ser capaces de resistir la corrosión del etanol y operar en forma dual con bencina. A estos vehículos los brasileños los llaman «autos flex». El programa impulsado por el Estado y llevado a cabo por particulares representa el 2 por ciento del PIB, unos 28.000 millones de dólares. 




			Nada de lo anterior hubiera ocurrido en los tres países señalados sin un Estado con una visión y una voluntad política para lograr una mayor independencia energética. No fueron los mercados los que buscaron la seguridad. Chile, que tenía exploraciones geotérmicas, debió haber iniciado la explotación de dichos recursos en la década de los setenta. 




			Estados Unidos fue otro país incapaz de sacar lecciones, aunque por motivos distintos a los chilenos. Allí un mandatario tras otro, sin importar su color político, ha prometido acabar con lo que han llamado la «adicción petrolera». Luego del shock del 73, el presidente Richard Nixon postuló el «Proyecto Independencia», destinado a garantizar la autosuficiencia energética. El mandatario prometió que se entregarían los recursos necesarios para liberarse de la dependencia del petróleo, y que estos serían tan cuantiosos como los invertidos en el «Proyecto Manhattan», durante la Segunda Guerra Mundial, que en escasos años permitió a Washington disponer de la bomba atómica. Pero la crisis pasó y las aguas volvieron a su cauce o, lo que es lo mismo, el petróleo fue consumido sin restricciones. Desde entonces, cada presidente estadounidense ha reiterado las mismas buenas intenciones de reducir su dependencia foránea, y al final ha entregado el mando con una quema de crudo superior al gobierno anterior. Después de Nixon fue Ronald Reagan quien postuló la necesidad de «desarrollar nuevas tecnologías y mayor independencia del petróleo importado». Luego, George H.W. Bush señaló: «No hay seguridad para Estados Unidos si dependemos del petróleo extranjero». Bill Clinton, por su parte, dijo: «Necesitamos una estrategia energética de largo plazo para maximizar la conservación y, a la par, también el desarrollo de fuentes alternativas de energía». George W. Bush postuló: «Debemos abandonar nuestra economía basada en el petróleo y hacer de nuestra dependencia del Medio Oriente algo del pasado». Barack Obama reconoció lo anterior y agregó un eslabón al señalar, en junio de 2010, desde el salón Oval: «Por décadas hemos sabido que los días del petróleo barato y de fácil acceso estaban contados. Por décadas hemos hablado y hablado sobre la necesidad de acabar con la centenaria adicción americana a los combustibles fósiles. Y por décadas hemos fallado en actuar con el sentido de urgencia que este reto exige. Una y otra vez el camino ha sido bloqueado no solo por los lobbystas de la industria petrolera sino también por una falta de coraje político». 




			Casi al concluir su primer mandato, en 2012, Obama instó al Congreso a terminar con los cuatro mil millones de dólares en subsidios a las empresas petroleras y gasíferas. Planteó una disyuntiva con claro sentido electoral: «Ustedes pueden apoyar a las petroleras o pueden apoyar al pueblo americano… Ustedes pueden seguir subsidiando los combustibles fósiles que han estado recibiendo dólares de los contribuyentes por un siglo, o pueden apostar a las energías limpias del futuro».8 En realidad, Obama hablaba en términos retóricos, pues en sus palabras —«no podemos depender de los combustibles fósiles del siglo pasado»—, la razón para ello es material: Estados Unidos consume el 20 por ciento del petróleo a nivel mundial y sus reservas suman solo el 2 por ciento. 




			La demanda por el crudo en Estados Unidos ha aumentado desde 1971 en 35 por ciento, mientras la producción doméstica ha caído en 30 por ciento. Consecuencia: las importaciones se han duplicado para cubrir dos tercios de la demanda. Estados Unidos, con un cuarto de la población de China, consume el doble que dicho país. Las previsiones para 2025, a condiciones iguales, apuntan a que la demanda se incrementará en 50 por ciento. Eso significa que crecerá la dependencia del crudo proveniente del Medio Oriente, el Cáucaso, África y América Latina. Y con ello aumentarán las presiones políticas. Y también los conflictos en estas regiones. En el importante documento anual «La Estrategia de Seguridad Nacional» de 2010, la Casa Blanca señala la dependencia petrolera como una de las mayores debilidades del país. 




			El mundo conoce las crecientes dificultades para explotar el crudo. Hace diez años, el 3 por ciento del petróleo se extraía desde los fondos marinos. Hoy ya es el 10 por ciento. ¿Qué impacto tiene este cambio? Primero, es un aviso de que el petróleo «fácil», extraído en tierra firme, es más escaso. Segundo, apunta a que el bombeo desde onerosas plataformas mar afuera es cada vez más caro. Los precios del petróleo suben y bajan, pero la tendencia permanente es al alza. La razón principal, sin embargo, está en la oferta y la demanda: en 2001, el mundo consumía 76,6 millones de barriles diarios. En 2011 se empleaban 89 millones de barriles diarios. En una década, la demanda aumentó en 16 por ciento. Este es, pues, el panorama: habrá petróleo por muchas décadas, pero será cada vez más caro. 




			El «oro negro» o el «excremento del diablo» —como lo llamó el venezolano Juan Pablo Pérez Alfonzo— ha sido el causante de muchas guerras y será el motivo de otras por venir. La dependencia y en algunos casos la adicción petrolera llevan a poner el recurso a la cabeza de las prioridades políticas de ciertos países.9 




			



			 






			La castración del Estado chileno 




			



			 






			El Estado chileno fue privado de su capacidad de iniciativa, relegándolo a un rol subsidiario que linda en la irracionalidad. La causa de este anacronismo se remonta a la pugna social que culminó con el golpe de 1973. Bajo el gobierno de la Unidad Popular (UP), los grupos dominantes, empresarios y agricultores, vieron en el Estado una amenaza a sus propiedades y su tradicional hegemonía. Las estatizaciones fueron, para estos sectores, procesos traumáticos que no debían repetirse. Una forma de impedirlo era reducir el instrumento empleado por sus adversarios izquierdistas, el Estado, a una expresión mínima. Esto fue logrado mermando en forma drástica su tamaño, atribuciones y, sobre todo, a través de continuas privatizaciones de empresas que tradicionalmente fueron estatales. 




			Luego de la destrucción de las instituciones democráticas destacaron dos protagonistas en la arquitectura del nuevo orden. Uno fueron los uniformados, que tenían un argumento inapelable: el monopolio del poder de fuego que les había concedido la sociedad. Su problema fue que no tenían un plan para gobernar el país. El segundo fue un grupo de economistas de la Universidad Católica,10 más conocidos como los Chicago Boys, que aportaron la ideología y un programa de acción. Ambos tenían el respaldo del grueso del poder establecido y coincidían en el afán de acabar con la actividad política hasta donde fuese posible.11 




			La sociedad chilena alcanzó niveles de participación democrática y de polarización sin precedentes bajo el gobierno de la UP. Es un ejercicio especulativo imaginar qué habría ocurrido si el proceso hubiese seguido su curso político. Una salida probable era el llamado a un referéndum, como lo postuló el presidente Salvador Allende días antes de morir. Pero aun en el supuesto de una derrota de su gobierno y un triunfo de la oposición en elecciones posteriores, la similar correlación de fuerzas políticas abría un panorama de difícil gobernabilidad. Ello en los momentos álgidos de la Guerra Fría en que Chile representaba un modelo para el progresismo internacional.12 Así, el grueso de los golpistas favoreció una opción que fue calificada como «fundacional». Se fijaron metas y no plazos, mientras se desmantelaba en forma sistemática la institucionalidad de la sociedad civil construida a lo largo de décadas. 




			La neutralización del Estado como centro de poder fue un objetivo  primordial  de  los  golpistas. El  avance  de  la  izquierda se  tradujo  en  una  creciente  influencia  en  instituciones  fiscales de gran gravitación nacional, como la Universidad de Chile. De manera que la reducción drástica del aparato estatal cumplió un doble papel: quitar sustento a los adversarios y permitir un cambio en el eje de gravedad de la actividad económica. 




			Todas las luchas políticas apuntan, en el largo plazo, a una misma meta: ejercer el poder sobre el Estado. Existen numerosas teorías sobre la naturaleza del poder estatal. Están los que proclaman que  es  la  expresión  del  bien  común  y  que  allí  se  plasman  los intereses de la nación. Hay los que postulan que el Estado es un mecanismo  de  opresión  de  una  clase  sobre  otra; estos  últimos proclaman  que  es  necesaria  una  revolución, la  destrucción  del Estado existente, para construir una nueva institucionalidad que sirva a la clase emergente. Otros aconsejan las reformas graduales para lograr los cambios. 




			Por una vía o por la otra, las fuerzas políticas orientan su accionar a lograr que el Estado responda a sus intereses. O si se quiere ir más atrás, las fuerzas sociales se organizan políticamente para hacer prevalecer sus demandas. En el caso chileno, para los defensores del orden establecido —las grandes fortunas— era clara una tendencia a la merma de su influencia electoral y de gravitación sobre la maquinaria estatal. Desde esta perspectiva resultaba coherente desmantelar y quitar atribuciones al Estado, y privatizar y desregular todo lo que fuera posible, sometiendo al Estado, incluso por la vía constitucional, a un rol subsidiario. En forma paralela, transferir al sector privado el mayor volumen de actividades económicas rentables. El campo energético es un ejemplo cristalino de esta política que está descrita en los capítulos venideros de este libro. 




			El modelo chileno siguió al pie de la letra las enseñanzas de Milton Friedman, el economista estadounidense, premio Nobel y gurú del neoliberalismo, que pontificaba sobre la conveniencia de asegurar la menor injerencia posible en los mercados, los que se autorregularían a través de la competencia y la sabiduría de los agentes económicos que buscan maximizar sus ganancias. Las  políticas  aplicadas  con  celo  por  la  dictadura  militar  chilena  correspondían, en  las  palabras  de  la  ensayista  Naomi  Klein, «asombrosamente a las que hace Milton Friedman en Capitalismo  y libertad: privatización, desregulación y recorte del gasto social; la santísima trinidad del libre mercado».13 




			El  presidente  Ronald  Reagan, en  su  discurso  inaugural  en 1981, recapituló lo esencial del mensaje neoliberal: «El gobierno no es una solución a nuestros problemas, el gobierno es el problema». Puso así el dedo en la llaga: era hora de separar la esfera económica  de  la  política. No  importaba  quién  gobernase. Los políticos podían, y tras ellos la ciudadanía, dirigir el ámbito de lo público, del aparato fiscal, pero el mundo de la empresa privada quedaba fuera de su alcance. Las regulaciones no debían interferir con los mercados salvo en situaciones de evidente monopolio o colusión. Fue el comienzo de la desregulación, en la que los gobiernos, en buena parte de Occidente, se replegaron y abandonaron sus responsabilidades fiscalizadoras. La sociedad en su conjunto, se dijo, no tenía por qué inmiscuirse en los asuntos de las compañías privadas que estaban reguladas de manera «natural» por la libre competencia. El intento de sustraer la actividad económica a la supervisión ciudadana por la única vía posible, que es el Estado, ha dejado una seria secuela de desconfianza sobre los manejos bancarios y de grandes empresas e incluso de servicios. 




			Al observar el devenir económico de las naciones en las últimas décadas, es claro que no hay una manera exclusiva de hacer las cosas, no hay tal como la receta perfecta para el desarrollo. Se puede actuar de muchas maneras posibles y el rol del Estado varía de un país a otro. China ha tenido la mayor acumulación de riqueza que se conozca en apenas algunas décadas. En el país asiático se combina un potente intervencionismo estatal —los franceses, que también lo practican, lo llaman dirigismo— con áreas que son liberadas a mecanismos de mercado, bajo el estricto control político del Partido Comunista. Brasil, por su parte, ha logrado posicionarse como la sexta economía mundial con un esquema económico abierto a la competencia, pero con un alto grado de proteccionismo económico, amén de un claro tutelaje estatal en industrias estratégicas. Si los modelos han de ser juzgados por sus resultados, está a la vista que existen muchos caminos exitosos posibles. Cada país, según su historia, sus circunstancias, sus recursos y condiciones, debe desarrollar el suyo. Lo que no debe hacer, como ha ocurrido en Chile, es exorcizar el rol del Estado y adherir en forma dogmática, constitucional, a un neoliberalismo que ha dado fruto en ciertos aspectos y ha fracasado en forma lamentable en otros, como en el campo energético. 




			



			 






			Chile tiene una gran oportunidad 




			



			 






			El desafío de las sociedades del mañana es vivir mejor pero con menos. Es  un  reto  para  todo  el  planeta, cada  país  y  cada  cual. Es algo fácil de decir pero difícil de ejecutar, pues nada es más complejo que un cambio cultural. Para enmendar el rumbo de las sociedades son necesarios eventos traumáticos o abismos que causen suficiente vértigo como para modificar los hábitos establecidos. El poder de la inercia tiende a prevalecer sobre las advertencias científicas o políticas. Buenas razones no suelen bastar para los grandes golpes de timón. La urgencia procede de amenazas perceptibles y temidas. 




			El fin gradual del petróleo y el calentamiento global ya provocan conflictos bélicos, así como cambios y desastres naturales de gran envergadura. Se puede dejar que se multipliquen y estallen en su plena potencia o bien anticiparse a ellos, con profundos cambios conductuales y de las estructuras económicas. Es la tan conocida disyuntiva entre la medicina preventiva o pasar por el quirófano. Hablando en plata, según Lord Stern —que por cuenta  del  gobierno  británico  realizó  un  estudio  sobre  el  impacto económico del cambio climático—, actuar ahora para mitigar el daño causado por las emisiones de gases de efecto invernadero costará el 5 por ciento del PIB mundial, pero si el cuadro empeora podría alcanzar hasta el 20 por ciento del mismo.14 




			La magnitud de los retos energéticos obliga a un gran rediseño. A no dudarlo, ello ocurrirá. La única incertidumbre es si será un aterrizaje blando y planificado o será forzado, cuando la situación se haga insostenible. De una u otra forma emergerá un nuevo modelo que es algo trascendental, pues «en cierto modo cambia la concepción del mundo… el paso de un paradigma a otro es un salto estructural».15 Es un cambio no solo desde la perspectiva de la ciencia, que alude a un nuevo consenso científico, sino de la vida cotidiana. Es una nueva concepción del mundo que alcanza cada aspecto de la organización de las sociedades: la planificación urbana, los medios de transporte, las viviendas e incluso el tipo de alimentación y la vestimenta. Estas son expresiones materiales de un cambio radical en los valores que rigen el conjunto de la vida social. 




			Para hacer posible semejante cambio en Chile no bastan correcciones puntuales. Es necesaria una visión de conjunto. Es imperioso abrir las universidades y los centros de estudios a la investigación y el desarrollo de tecnologías destinadas al nuevo enfoque. Nada puede lograrse sin tecnologías adecuadas junto a los profesionales y técnicos capaces de plasmar las ideas en hechos. La escasez de personal idóneo en el campo de las energías renovables no convencionales (ERNC) es manifiesto, por lo que todo discurso sobre avanzar más rápido en este campo carece de realismo si no es acompañado de las personas capaces de materializarlo. 




			El proceso de cambio ofrece oportunidades magníficas a los países que han sabido aprovecharlo. Primero, es indispensable tener un conocimiento profundo del país y sus demandas y potencialidades energéticas. Es la base para escoger las tecnologías más idóneas. Las placas fotovoltaicas, para producir electricidad, requieren de sensibilidades distintas en países del norte de Europa que en el desierto de Atacama, de manera que no siempre es cuestión de comprar tecnologías existentes. No es necesario redescubrir el fuego, pero es del mayor interés contar con tecnologías nacionales concebidas para las necesidades específicas del país. Es un gran reto creativo para el conjunto del mundo científico. 




			Es también una oportunidad dorada para un proceso de industrialización y de generación de empleos cualificados. Chile debe aprender a caminar por la ruta de las ERNC para satisfacer sus cuantiosas necesidades. En este proceso, si es realizado desde una perspectiva nacional más que de la mera compra de equipos en el exterior, se ganará conocimiento y experiencia. Aunque el país está atrasado en estas materias, si llegase a existir una voluntad política de invertir recursos, la situación puede cambiar. Están los medios financieros para un gran impulso a las nuevas energías renovables. Esta es una condición que no cumplen otros países de la región y, por lo tanto, Chile puede crear industrias con miras a ganar mercados en este rubro. 




			



			 






			Los cuellos verdes 

            

            



            

            El impacto en el empleo de la nueva cultura industrial pospetrolera, hacia la cual enfila el mundo, es mayúsculo en aquellos países que han optado con fuerza por las ERNC. Hasta hace poco la sociología laboral distinguía en la fuerza de trabajo a los «cuellos azules», así caracterizados por el color de los overoles de los asalariados de las cadenas de montaje. Luego estaban los «cuellos  blancos», por  las  camisas  de  los  administrativos. Hoy se habla ya de los «cuellos verdes», que corresponden a los que trabajan  en  las  ERNC, que, claro, también  se  subdividen  en azules y blancos. 

            


            En Estados Unidos las energías limpias, junto a otros sectores de la llamada economía limpia, representan el 2 por ciento del empleo, lo que equivale a unos 2,7 millones de puestos de trabajo. Es llamativo que muchos de estos puestos provienen de inversiones europeas. Siemens, de Alemania, emplea a más de sesenta mil personas en su filial U.S. Siemens Energy. A propósito del rol del Estado, el rubro de energía limpia tiene asignado en Washington 85.000 millones de dólares por la vía de incentivos tributarios dispuestos por la American Recovery and Reinvestment Act. La gran mayoría de los estados tienen además políticas destinadas a inducir inversiones en las ERNC. 




			



			 






			El primer paso para conquistar la mayor autonomía energética es tener la voluntad política de lograrla. Cualquier cambio invariablemente genera resistencias de los sectores conservadores que verán afectados sus intereses. Pero tampoco puede ser la obra de una suerte de despotismo ilustrado como lo fue el Transantiago. Es un proceso que requiere de un mandato que surge de una conciencia nacional. Hay un debate en curso que debe escuchar a todo el país. La energía debe involucrar a cada una de las regiones. Es, como siempre debió ser, el momento para dar respuestas específicas a las demandas particulares de una geografía humana y política diversa. El acento debe estar puesto en la regionalización, en la descentralización, en las comunidades y, donde sea posible, en la energía distribuida, próxima a los usuarios. Además del gobierno central, cada región debe velar por la sustentabilidad, la viabilidad económica, la seguridad y la protección del medio ambiente. 




			Habrá quienes dirán que esto es pedirle peras al olmo. En cierta forma lo es, pues cumplir con semejantes aspiraciones requiere un profundo cambio en el modelo económico actual. Implica impulsar un Estado que asume la conducción estratégica del desarrollo y está dispuesto a invertir donde sea necesario. Significa pasar desde un concepto centralista a uno que privilegia las regiones. Conlleva un creciente respeto por la ciudadanía. Las decisiones no deben ser adoptadas por comisiones interministeriales que a lo más convocan a algunos expertos que, por lo demás, muchas veces están vinculados a las empresas del rubro o profesionales que suelen corroborar los puntos de vista oficialistas. 




			Los procesos de toma de decisiones, allí donde hay intereses contradictorios, nunca serán fáciles. Algunos proyectos favorecen a algunos y perjudican a otros, y siempre está presente una legión que defiende su patio trasero. Pero tampoco es fácil cuando el Estado, a espaldas de la ciudadanía, fuerza la aprobación de proyectos. Ello alimenta las protestas y el deterioro de la convivencia nacional y las calles se convierten en el canal de expresión para el disenso. En los países civilizados el debate precede a las decisiones y no solo en el Parlamento. La discusión sobre el desarrollo energético es áspera y todo indica que seguirá así, y en forma creciente se proyecta al ámbito político. La ciudadanía debe prestar atención a las diversas propuestas partidarias. La manera más efectiva de influir es lograr que se expliciten las opciones y conforme a ellas premiarlas o castigarlas en las urnas. En esa medida las candidaturas, tan atentas al mensaje de las encuestas, tomarán nota de la voluntad popular: vox populi, vox Dei. 




			El debate no es sobre el tamaño del Estado. Tampoco, necesariamente, sobre quién es el propietario de determinadas empresas. Cada situación debe ser analizada según sus propios méritos. En todo caso, a condiciones iguales es preferible un Estado de dimensiones pequeñas y que interfiera lo menos posible con los sectores productivos. Nadie se beneficia con una gran burocracia cara y engorrosa que obstaculiza la iniciativa tanto fiscal como privada. La polémica es sobre quién fija las metas y las condiciones del desarrollo, o sobre «quién raya la cancha». ¿Lo hace el sector privado desde su vocación de lucro? ¿O el Estado con una visión de largo plazo y de conjunto?  




			Chile requiere, junto con la Empresa Nacional de Petróleo (ENAP), una agencia energética nacional que explore todos los recursos disponibles y, en especial, los renovables no convencionales: el viento, el sol, la geotermia y, por cierto, la hidroelectricidad  convencional  y  de  pasada. Si  hay  inversionistas  privados, tanto mejor. Si no los hay, el Estado debe garantizar los emprendimientos para lograr la mayor autonomía a los más bajos costos para los usuarios. Así se contribuye a la seguridad energética nacional y al bienestar de su gente. 




			



	    




 	

	    

            



			 






			CAPÍTULO I 




			LA TRISTE REALIDAD DE NUESTRO  




			MODELO ENERGÉTICO 




			



			 






			El infierno está pavimentado de buenas intenciones: «En materia de energía, Chile tiene un enorme desafío. Nuestra demanda energética se duplicará en los próximos diez años, lo que exigirá diversificar nuestras fuentes energéticas y agregar 10.000 megawatts de capacidad a nuestro sistema. En suma, energía limpia, económica y segura».  




			



			 






			EXTRACTO MENSAJE A LA NACIÓN DE S.E. PRESIDENTE DE  
LA REPÚBLICA DON SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE,  
21 DE MAYO DE 2011 




			



			 






			Algunas constataciones básicas  




			



			 






			• Los consumidores chilenos pagan el doble por la electricidad que sus pares en los países vecinos. 




			



			 






			• Las  mayores  empresas  generadoras  eléctricas  producen energía  con  agua, pero  cobran  como  si  lo  hicieran  con petróleo. 




			Chile va camino a ocupar el segundo lugar a nivel mundial, después de China, en la velocidad con que aumenta sus emisiones de dióxido de carbono, principal gas causante del calentamiento global. 




			



			 






			• Los combustibles fósiles, que representan el 72 por ciento del consumo energético en Chile y el 62 por ciento de la matriz eléctrica, son importados: el 98 por ciento del petróleo que se usa en Chile proviene de afuera, así como el 78 por ciento del gas y el 84 por ciento del carbón. 




			



			 






			• Una interrupción del flujo del crudo, como ocurrió con el gas argentino desde 2004, amenazaría con paralizar el transporte y desatar una crisis económica y social. 




			



			 






			• La inseguridad del abastecimiento energético es la mayor vulnerabilidad del país en el plano de su seguridad nacional. 




			



			 






			Este  cuadro  es  el  resultado  de  la  ausencia  de  una  política energética nacional. La privatización de las empresas del rubro, iniciada en los años ochenta, dejó en las manos de un reducido grupo de empresarios el desarrollo de la espina dorsal del país. Sin energía no puede operar la minería, el agro o las industrias. Las  generadoras  eléctricas, con  una  visión  de  corto  plazo, han conseguido considerables ganancias, pero han mermado la competitividad de otros sectores. Además, han hecho todo lo que está a su alcance por consolidar un oligopolio que impide el ingreso de nuevas compañías que amenacen su hegemonía. Las autoridades, por su parte, no han diseñado una estrategia que asegure una energía limpia, económica y segura. Ello pese a que el país podría lograr economía y seguridad por la vía de una mayor competencia y abriendo el camino, en forma efectiva, a las energías limpias. 




			La matriz energética chilena es el fiel reflejo de su estructura económica. En Chile, el capital está en pocas manos. La fortuna de  cuatro grupos económicos  equivale  al  ingreso  anual  del 80 por ciento de la población.1 O si se prefiere, el 10 por ciento de la población percibe el 40,2 por ciento del ingreso promedio, en tanto que el 90 por ciento restante percibe el 59,8 por ciento.2 En el campo eléctrico, tres empresas generadoras —Endesa, Colbún y AES Gener— controlan casi el 90 por ciento de la producción. 




			



			 






			Así se reparte el mercado eléctrico * 
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			*Capacidad instalada. 




			Fuente: Memorias anuales, 2011. 






			 




			¿Es eficiente el modelo energético?  




			



			 






			Si un sistema es bueno o malo depende de lo que se espera de él. Para evaluarlo cabe entonces contrastar las metas con los resultados. Los objetivos fueron fijados por el Estado en la Ley General de Servicios Eléctricos de 1982, y destacan tres tareas prioritarias. La primera es lograr una operación económica; la segunda es preservar la seguridad del abastecimiento; y la tercera es una producción limpia. Desde esta óptica los resultados son insatisfactorios: la energía chilena es cara, el abastecimiento está muy lejos de estar garantizado y, finalmente, es una matriz sucia, en creciente carbonización. 




			Así, para abordar el tema cabe destacar dos puntos. En primer lugar, en lo que toca a la eficacia económica, el país tiene uno de los precios más altos de venta de la energía eléctrica en la región. Rodrigo Álvarez, el exministro de Energía del gobierno del presidente Sebastián Piñera, dijo: «No es posible que nuestros costos sean cerca del doble de los de países vecinos y superiores en 50 por ciento al de muchos países desarrollados».3 




			En segundo lugar, en lo que toca a la seguridad de los abastecimientos, hay que subrayar la extrema dependencia de combustibles adquiridos en el extranjero: como decíamos, Chile importa casi la totalidad del petróleo, tres cuartas partes del gas y el 85 por ciento del carbón. Estos tres combustibles representan cerca de tres cuartos de la matriz energética. Conforman 62 por ciento de las fuentes primarias para la producción eléctrica y prácticamente la  totalidad  de  los  combustibles  consumidos  por  el  transporte. Esta situación no es producto de la fatalidad. Las políticas energéticas son decisiones tomadas por empresas, ya que les aportan mayores ganancias, y por gobiernos que las dejan hacer. 




			Además, como es la norma nacional, las operaciones del rubro energético son mantenidas bajo la mayor reserva posible. Si bien no son un secreto de Estado, la información es entregada en forma parcelada, se utilizan medidas diferentes para dificultar comparaciones y, en general, los medios de comunicación se abstienen de irritar a empresas que engrosan sus ingresos por la vía publicitaria.* El abuso o la incompetencia suele estar cubierto por una intencionada maraña de obstáculos que dificultan el acceso incluso a los datos más elementales. Las fuentes escritas actualizadas son escasas y en muchos casos sus contenidos son sesgados. Para compilar la información contenida en este capítulo fue necesario entrevistar a decenas de personas. Varias pidieron anonimato. Un destacado consultor del rubro eléctrico advirtió que quienes desafían a los grandes de la industria pagan por ello. A título de ejemplo señaló el caso de accionistas minoritarios que intentaron litigar contra un directorio que impuso esquemas de gastos que consideraron abusivos. Con sorpresa descubrieron que ningún gran bufete de abogados focalizado en la materia estaba dispuesto a asumir el caso. El discurso de las empresas y el gobierno, respaldados por grandes presupuestos de relaciones públicas, subrayan la transparencia y las virtudes de la libre competencia. Los hechos muestran lo contrario: una opacidad deliberada. Uno de los episodios más bullados de intrigas y abusos fue el que estalló en 1997 con la venta de las acciones de Enersis a Endesa. 




			



			 






			Un escándalo que sacó Chispas 

            





Vender caro lo que se ha obtenido barato es el principio básico para acumular riqueza. Hacerlo y no contarles a los socios es desleal. Y hacerlo con bienes que fueron públicos y vender más caro que los demás, no contándoles a los socios ni respetando la ley, es un delito. Así sucedió en 1997 con la venta de las acciones de Enersis a Endesa. La historia comienza con la privatización de la Compañía Chilena de Distribución Eléctrica S.A. (Chilectra). Para separar las funciones de distribución y generación, en 1981 Chilectra fue dividida en una matriz, Chilectra, y tres filiales: Chilectra Valparaíso (actualmente Chilquinta S.A.), Chilectra Metropolitana y Chilectra Generación. Cuatro años después, algunos trabajadores y empleados de la empresa pudieron adquirir parte de la propiedad de Chilectra mediante adelantos de las indemnizaciones por años de servicio4. En 1987, un grupo de altos ejecutivos y empleados, dueños individuales de pequeños paquetes de acciones, lograron el control efectivo de la compañía a través del manejo de una serie de cinco sociedades  de  inversiones, las  Chispas; en  su  conjunto  las  Chispas tenían el 29 por ciento de las acciones totales de Chilectra. El grupo fue conformado por el gerente general, José Yuraszeck, y otros seis ejecutivos, conocidos como los «gestores clave». Los nuevos  dueños  reestructuraron  la  compañía  y  crearon  Enersis S.A., compuesta por tres filiales: Synapsis S.A., Distribuidora Chilectra Metropolitana e Inmobiliaria Manso de Velasco, administradora de los activos financieros de la empresa. Diez años después Enersis había expandido sus negocios con éxito a varios países de América Latina, y tenía planes para seguir creciendo, pero se topaba con sus límites para obtener préstamos en los mercados financieros. Los gestores clave decidieron buscar un aliado estratégico que aportara capital fresco, y así dieron con Endesa España, empresa con la que Enersis ya tenía negocios en conjunto en América Latina.5 Parecía una alianza interesante, y así lo presentó Yuraszeck en una reunión de directorio, en julio de 1997, obteniendo la aprobación para suscribir un acuerdo. En agosto, Yuraszeck firmó los acuerdos con Endesa, que tomaría una participación mayoritaria a través de la compra de las acciones de las Chispas con una oferta pública (OPA). Pero Yuraszeck y sus socios acordaron en privado un precio muy superior para sus acciones Chispas, que constituyeron un «esquema de control» sobre la compañía y también un acuerdo para seguir en la gestión durante cinco años.6 Endesa España dio aviso públicamente de su intención de comprar acciones Chispas, pero el directorio de Enersis no fue informado de los acuerdos hasta fines de septiembre y se enteró de las nuevas condiciones de los gestores clave en octubre, a través de la  SEC, la Superintendencia de Valores de EE.UU., que fueron informados por Endesa. El directorio finalmente reaccionó destituyendo a Yuraszeck y a los otros seis ejecutivos. El Superintendente de Valores les impuso altas multas (60 millones dólares) por «conflictos de intereses mal resueltos». Un grupo de accionistas minoritarios de las Chispas, del que formaba parte el entonces senador Sebastián Piñera,7 protestó por las condiciones a Endesa; Piñera logró negociar individualmente un mejor precio para sus acciones y Endesa finalmente llegó a un acuerdo con el directorio para el control de Enersis, sin el apoyo de los gestores clave, pero con sus acciones Chispas y la compra posterior de otras acciones.8 


            Fue un episodio del cual casi todos salieron mal parados. 




			



			 






			Caminando a oscuras 




			



			 






			El Estado chileno carece de un plan energético. Lo que ha hecho es proyectar la demanda y luego espera las propuestas de las empresas para satisfacerla. La postura gubernamental bajo la dictadura militar (1973-1990) y continuada, en buena medida, por los cuatro gobiernos consecutivos de la Concertación por la Democracia, fue establecer ciertas mínimas reglas del juego o, como dicen en la jerga profesional, fijar «el marco jurídico regulatorio». Según Jorge Rodríguez Grossi, quien se desempeñó como ministro de Economía, Minería y Energía (20012006): «La política energética chilena ha consistido, desde hace tres décadas, en dejar que el mercado opere dentro de determinadas reglas que buscan abastecimiento a costo mínimo y con cierto grado de seguridad en algunos componentes, como mantener veinticinco días de inventario obligado en derivados del petróleo —norma no reglamentada— y otros requisitos en electricidad, sin nada explícito en gas licuado y natural, carbón y leña».10 




			



			 






			Una postal tapada por alambres 

            



            Es característico del paisaje urbano chileno grandes marañas de cablerío que cuelgan de los postes eléctricos. Para un observador podría no quedar claro si los abigarrados cables sostienen a los postes o es a la inversa. Rodrigo Castillo, director ejecutivo de Industrias Eléctricas, responsable de la administración de los postes, se encoge de hombros al admitir que constituyen un atentado estético. En su defensa señala que los cables tensos son los eléctricos y aquellos que «guatean» pertenecen a compañías de comunicaciones. La legislación actual obliga a las empresas distribuidoras eléctricas a arrendar el uso de los postes a otras compañías. Pero no tienen derecho a retirar sus cables aun cuando están en desuso. Solo los instaladores originales pueden hacerlo. Sin embargo, muchas veces resulta más caro enviar cuadrillas a retirarlos que mantenerlos aunque bloqueen la vista. La solución, por supuesto, es soterrar todo el sistema, como ya se hace en las urbanizaciones más modernas. Pero tender el alambrado bajo tierra es alrededor de siete veces más caro que llevarlo por la superficie. Algo que Buenos Aires ha hecho por ductos que concentran muchos servicios. Ello explica el mal estado de sus veredas, que son abiertas por distintas empresas con grados variables de pulcritud a la hora de volver a cerrar. 




			



			 






			La debilidad del Estado en la planificación estratégica, sumada a las iniciativas privadas dispersas, redunda en un sistema disfuncional, expresado en los altos precios y la fragilidad en el abastecimiento. Las decisiones son adoptadas con un inmediatismo cuyas consecuencias pueden graficarse como pan para hoy y hambre para mañana. De hecho, hoy se vive el hambre por la ausencia de decisiones que debieron tomarse hace décadas. El país arrastra un atraso endémico en materia energética que lo coloca ante un falso dilema: aceptar proyectos caros y contaminantes o la oscuridad. La realidad podría ser muy diferente con una planificación realizada desde la perspectiva del interés nacional. 




			Las empresas han operado con una visión de corto plazo con la máxima que mientras «más vendo, más gano». Es lo que algunos sociólogos han llamado «la cultura minera», que consiste en la explotación de los recursos como si no hubiera un mañana. Es lo contrario de lo que hacen varios países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE)11, a la cual Chile accedió en 2010. Hoy están a la orden del día el ahorro y la eficiencia energética que consisten en hacer rendir más lo que se tiene. 




			En la crucial esfera del ahorro y la eficiencia energética durante las dos décadas de gobiernos de la Concertación por la Democracia el avance fue insignificante. El gobierno del presidente Piñera, por su parte, más allá de los discursos, ha dado una elocuente señal de continuidad relegando el tema. La institución original, creada en enero de 2005, encargada de disminuir el consumo energético y dar el mejor uso a lo que se tiene fue el Programa País Eficiencia Energética (PPEE).Su misión era la de educar a los consumidores así como cambiar hábitos y tecnologías para bajar el consumo energético. Pero en 2010 fue descontinuado el PPEE para dar lugar a la Agencia Chilena de Eficiencia Energética (AChEE). El cambio burocrático significó más de seis meses de completa parálisis en un campo vital. La nueva agencia lleva una clara impronta empresarial con la incorporación de las grandes asociaciones industriales a su directorio.12 Así, más que una agencia encargada del desarrollo de una estrategia de eficiencia energética para el país, es una instancia subordinada para la promoción del ahorro y nuevas tecnologías ante el sector privado. Lo cual es positivo, pero pierde de vista la gran meta que bien ejecutada podría representar ahorros de hasta 20 por ciento del consumo energético en una década. Solo por la vía de la eficiencia y el ahorro se podría superar con generosidad la producción planificada por HidroAysén, es decir, 2.750 Mw. Pero tras las economías del consumo no hay grandes corporaciones con masivos recursos para promover sus intereses. En consecuencia, polémicos proyectos de gran impacto ambiental copan la agenda nacional mientras pasan desapercibidas posibilidades reales que responden con menos externalidades a las necesidades energéticas. Así como hoy muchos municipios exigen que en los edificios se construya una proporción de estacionamientos por departamentos, de la misma forma deberían fijarse porcentajes de Energías Renovables No Convencionales (ERNC) a las nuevas construcciones y proyectos industriales. 




			



			 






			La seguridad nacional 




			



			 






			El análisis de la matriz energética13 de un país dice mucho sobre su viabilidad económica, su vulnerabilidad a presiones foráneas e incluso sobre la naturaleza de su sociedad. Los cardiólogos dicen que pueden pronosticar los años de vida de una persona según el estado de su sistema circulatorio. Lo mismo puede afirmarse en cuanto a la competitividad de un país de acuerdo a su situación energética. La energía es, desde la perspectiva de la vulnerabilidad de la seguridad nacional, la amenaza número uno para Chile.14 




			Por amenaza se entiende aquello que puede interrumpir o afectar severamente la marcha del país o su soberanía efectiva. La energía es la variable clave. En un futuro previsible no son los países vecinos o el conflicto con otras naciones los que podrían causar un daño sustantivo al desarrollo de Chile. La mayor amenaza en el horizonte es una interrupción significativa del flujo de la energía requerida. El país ya ha vivido en serio peligro luego del recorte de gas natural argentino, y ha tenido que salir adelante con dificultades, pagando precios altísimos y con una matriz contaminante. 




			Las tres naciones vecinas, por razones muy diferentes, han eludido la posibilidad de una integración energética con Chile. Ello ha significado que el país ha debido —como reza el dicho popular— «rascarse con sus propias uñas». El resultado deja mucho que desear. El país transita por una vertiginosa montaña rusa. La alta dependencia del petróleo y del gas, que sigue los precios del primero, lleva a alzas y bajas de precios, pero con una sostenida tendencia al alza. 




			Si Chile tomara decisiones conforme a las necesidades y peligros efectivos, sus prioridades serían otras. En la última década el país lideró el gasto militar en Sudamérica, con el índice más alto, por mucho, si se lo mide en términos per cápita. Chile destinó a la defensa 297 dólares por cada habitante en el año 2009. Su más próximo seguidor fue Colombia, con 210 dólares per cápita. Es preciso tener en cuenta que Colombia vive un brutal conflicto interno que ya se arrastra por medio siglo.15 




			



			 






			El gasto militar de Chile y los países del vecindario en 2009 
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			Fuente: The  Military  Balance  2011, The  International  Institute  for  Strategic  Studies, Londres, 2011. 




			



			 






			Que el cuantioso poder de fuego acumulado hasta hoy no haya sido movilizado con fines bélicos es motivo de satisfacción. Los uniformados serán los primeros en decir que ello responde precisamente a que el país dispone de una sólida capacidad disuasiva. Cualquier intención aviesa de algún vecino habría quedado descartada por el temor a la represalia. Algo de esto puede ser cierto, pero no es posible afirmar que la ausencia de conflictos armados sea producto de un alto nivel de gasto militar. Europa ha vivido su mayor período de paz y en la actualidad ha reducido sus presupuestos a cotas razonables sin que ello afecte su seguridad. A mayor abundancia, Argentina ha destinado mínimos históricos a sus Fuerzas Armadas, lo que en nada ha mermado su seguridad externa.16 Todo depende del contexto político internacional y las tendencias dominantes en cada región. 




			Desde una perspectiva estratégica, la situación de Sudamérica no amerita grandes preparativos bélicos. La probabilidad de una guerra entre países es remota.17 Se ha dicho con razón que Sudamérica es una zona de paz, donde se registra el más bajo nivel de conflictos interestatales en el mundo. La última conflagración entre estados sudamericanos fue la guerra del Chaco.18 El gran reto de la región es la pobreza y la exclusión de dos de cada cinco latinoamericanos de los beneficios de una sociedad moderna. Estos doscientos millones de pobres gravitan con peso en la inseguridad interior de los estados, factor que contribuye a la ingobernabilidad.19 Algo que da sustento al decir que hay «una mitad que no come mientras que otra mitad no duerme». En rigor, los que no comen tampoco duermen, pues la violencia golpea en primer lugar las zonas de pobreza donde ocurre el 80 por ciento de los delitos contra las personas y la propiedad. 
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